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Sr. S. de Vega, Presidente La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 25 
de agosto de 2022, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de las reclamaciones 
presentadas por Dña. yyy1, D. yyy2 
y Dña. yyy3, y a la vista del mismo 
y tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
Sr. Ramos Antón, Consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 422/2022 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 1 de agosto de 2022 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de las reclamaciones presentadas por 
Dña. yyy1, y por D. yyy2 y Dña. yyy3, debido a los daños ocasionados en sus 
viviendas por la ejecución de unas obras municipales. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el día 5 de agosto de 2022, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 422/2022, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014. de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 14 de noviembre de 2021 Dña. yyy3 presenta una 

reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, 
debido a los daños ocasionados en su vivienda, sita en la calle cccc nº 6 de 
esa localidad, como consecuencia de la deficiente ejecución de las obras de 
pavimentación de la vía pública realizadas por el Ayuntamiento y concluidas 
2019. Expone en su reclamación lo siguiente: 
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“D. yyy2 (…) y Dña. yyy1 (…), ante la posibilidad de hundimiento 

de las paredes de su vivienda ubicada en c/cccc, 8, contrataron los servicios 
de la empresa qqq1 CB (…) para llevar a cabo dicha reparación cuya ejecución 
requería el levantamiento del adoquinado de la calle. 

 
»El pasado lunes, 8 de octubre de 2021, D. yyy4 (…), descubrió 

que, al levantar el adoquinado con el propósito de instalar una zapata, la tierra 
estaba húmeda. El avance de la obra reveló que el barro estaba producido por 
las fugas de la tubería que recoge las aguas de la vivienda. También, constató 
que la empresa qqq2 no había utilizado tubo corrugado para la longitud total 
de dicha tubería (imagen 2). Este material, habría impedido la fuga 
indiscriminada de aguas. 

 
»Con la finalidad de descubrir el motivo de la creciente humedad, 

el martes, 9 de octubre de 2021, D. yyy4 solicitó al dueño de la vivienda 
contigua, c/cccc, 6, D. yyy5, (…), que comprobara el funcionamiento de la 
acometida de saneamiento particular hacia el alcantarillado. Ambos advirtieron 
que las aguas no se vertían en la red general de alcantarillado como hubiera 
sido lo normal. Ante esta anomalía, yyy5 contrató a la empresa qqq3 (imagen 
1) que, con medios audiovisuales, comprobó la existencia de 1,80 m de 
aplastamiento del total de la tubería que recoge las aguas (imagen 3) e 
impedía que estas se vertieran en la red general. 

 
»La evidencia demuestra que, dada la imposibilidad de romper o 

aplastar las tuberías una vez enterradas después de realizar la obra de 
pavimentación de la calle en 2019, D. (…), de la empresa qqq4 Ingenieros SL 
(…), pudo no haber realizado convenientemente su tarea de vigilancia, 
observación y dirección, lo que habría derivado en que la empresa qqq2 SA 
(…) concluyera la obra sin corregir los defectos.  

 
»Como consecuencia de esta posible negligencia se ha producido 

un desagüe anormal e indiscriminado que fluye continuamente fuera de su 
cauce y que ha derivado en la progresiva humedad del terreno afectando 
también a las viviendas”. 

 
Solicita, por ello, que el Ayuntamiento reponga las acometidas de 

saneamiento mal ejecutadas y que se haga cargo del coste económico que 
supone la reparación de los desperfectos producidos como consecuencia de la 
mala ejecución de las obras de pavimentación de la vía pública; coste que, sin 
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embargo, no cuantifica. 
 
Adjunta una imagen del albarán de los trabajos realizados por la 

empresa qqq3, por importe de 181,50 euros, una fotografía de las tuberías y 
una imagen tomada por la empresa en la que se aprecia la rotura y 
aplastamiento de la tubería. 

 
Segundo.- El 19 de noviembre de 2021 el ingeniero de caminos, 

canales y puertos del Ayuntamiento emite un informe, en el que señala que 
visitó la vivienda de la reclamante y pudo comprobar la reparación que se 
estaba realizando en la acometida de saneamiento, así como la existencia de 
desperfectos en paredes, suelos y techos del interior de la vivienda. Por ello, 
concluye que debe comunicarse los hechos a la contratista de las obras para 
que proceda a su reparación. 

 
Tercero.- Obran en el expediente el contrato de obras suscrito el 18 de 

octubre de 2018 entre el Ayuntamiento y qqq2, S.L., para la renovación de las 
redes de saneamiento y urbanización de varias calles en el casco histórico de 
la localidad, y el acta de recepción de las obras de 21 de noviembre de 2019. 

 
Cuarto.- El 25 de enero de 2022 Dña. yyy1 y D. yyy2 presentan una 

reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento por daños 
sufridos en su vivienda, sita en la calle cccc nº 8, por las mismas obras de 
pavimentación citadas anteriormente.  

 
Reclaman el importe de los gastos ya abonados por trabajos de 

reparación de la vivienda realizados entre el 4 de noviembre de 2021 y el 11 
de enero de 2022, por importe de 16.191,59 euros, y señalan que se ha tenido 
que parar la reparación “sin terminar el arreglo, dado que la humedad no deja 
secar las reparaciones y apareciendo nuevos desperfectos y humedades en 
otra habitación de la vivienda”. 

 
Adjuntan copia de la reclamación presentada por Dña. yyy3 (expuesta 

en el antecedente de hecho primero), así como fotografías de los daños 
ocasionados en las tuberías y en la vivienda, y un presupuesto y tres facturas 
de reparación emitidas (por importes de 4.000 euros, 4.000,59 euros y 8.191 
euros). 

 
Quinto.- El 27 de enero de 2022 se admiten a trámite las 

reclamaciones, se acuerda la acumulación para su tramitación conjunta y se 
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nombra instructor del procedimiento. 
 
Sexto.- El 10 de febrero de 2022 Dña. yyy1 y D. yyy2 presentan un 

escrito en el que aclaran que la cuantía reclamada no es 32.865,39 (como se 
indica en el acuerdo de inicio citado), sino 19.918,39 euros, ya que a los 
16.191,59 euros inicialmente reclamados han de sumarse 3.726,80 euros por 
obras pendientes de realizar (conforme a los presupuestos que aportan por 
importes de 2.202,20 y 617,10 euros) y por la reparación de un armario 
empotrado (que cifran en 907,50 euros, si bien no aportan presupuesto o 
factura alguna). 

 
Adjuntan también fotografías de los desperfectos alegados. 
 
Séptimo.- El 11 de febrero el ingeniero de caminos, canales y puertos 

del Ayuntamiento emite un nuevo informe en el que señala que “El día 27 de 
enero de 2022, la empresa qqq2 S.L. finalizó los trabajos de la reparación de 
la tubería de la acometida de saneamiento correspondiente al nº 6 de la 
calle, que presentaba un aplastamiento a una distancia de unos 2 m de la 
fachada de la vivienda”, describe las obras de urbanización realizadas en la 
calle en el año 2019, y concluye lo siguiente: 

 
“- La tubería de la acometida de saneamiento de la vivienda nº 

6 presentaba un aplastamiento de un tramo situado a unos 2 metros de la 
fachada, y que debió de producirse por el paso de la maquinaria durante la 
ejecución de la obra, por lo que la reparación entiendo debe corresponder a 
la empresa constructora. 

 
»- La acometida de saneamiento de la vivienda nº 8 no estaba 

bien conectada con el colector general de la calle, lo que puede haber 
generado fugas de agua bajo el pavimento, por lo que la reparación entiendo 
debe corresponder a la empresa constructora. El material de la tubería de la 
acometida era PVC liso de saneamiento. El hecho de que el material de la 
tubería no fuese de PVC corrugado no influye en la fuga del agua, sino una 
mala ejecución de la conexión con el colector general de la calle. 

 
»- Es evidente la existencia de humedad en el terreno bajo la 

vivienda del nº 8. 
 
»- No puedo deducir que la causa directa de los desperfectos en 

la vivienda nº 8, sean las fugas de agua de las acometidas de saneamiento 
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reparadas, ya que la cimentación de la citada edificación es precaria, y puede 
haberse visto afectada por otros factores externos (por ejemplo, existencia 
de agua de origen freática, riego de zonas verdes o asentamiento por 
desecado del terreno). Aunque sí es probable que hayan influido 
parcialmente”. 
 

Octavo.- El 15 de febrero de 2022 se concede trámite de audiencia a 
los reclamantes y a la empresa contratista de las obras, esta última en calidad 
de eventual responsable de los daños. 

 
El 3 de marzo Dña. yyy1 y D. yyy2 presentan alegaciones en las que 

rechazan la concurrencia de causas ajenas a las obras apuntada en el informe 
del ingeniero municipal, por no estar justificada. Y afirman que la aparición de 
grietas en la vivienda comenzó en el año 2021, no antes, y que son 
consecuencia de las obras municipales, lo que queda constatado por la 
coincidencia de los daños en las dos viviendas dañadas, situadas en los nº 6 y 
8 de la misma calle. Aportan un informe pericial de la aseguradora de la 
vivienda, en el que se señala: “Dada la imposibilidad que el desagüe de la 
vivienda nº 6 se aplastase con la obra terminada. Dada la similitud de los 
daños en los desagües de la [vivienda asegurada] y en los del nº 8 (sic). Se 
determina a la obra del año 2019 como la causa [de] los daños en el desagüe 
de la [vivienda asegurada]”. 

 
Noveno.- El 27 de julio de 2022 se formula propuesta de resolución en 

el sentido de estimar parcialmente la reclamación presentada por Dña. yyy1 y 
D. yyy2, al apreciar concurrencia de causas en el origen de los daños y 
ponderar la responsabilidad del Ayuntamiento en un 66,6 % dado que “los 
problemas surgieron a raíz de las obras ejecutadas”, indemnizándoles con 
13.277,60 euros; y estimar la reclamación presentada por Dña. yyy3 y 
reconocerle una indemnización de 181,50 euros.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
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expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades que se 
recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
3ª.- Está acreditada la legitimación de Dña. yyy1 y D. yyy2, a la vista 

de la documentación aportada por ellos, que no se ha cuestionado por el 
Ayuntamiento. 

 
Sin embargo, no obra en el expediente documento alguno relativo a la 

legitimación de Dña. yyy3, ya que quien figura en el albarán de los trabajos de 
reparación realizados es D. yyy5. Por ello, antes de dictar resolución deberá 
quedar acreditado este extremo o, en su caso, la representación con la que 
aquella actúa. 

 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

Alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, 
conforme a lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante LBRL), 
en relación con el artículo 92 de la LPAC. 

 
La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC, a la vista de la fecha de aparición 
de los daños en las viviendas. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Publico (LRJSP), a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; b) 
antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no tenga 
el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la 
Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el 
marco de la organización administrativa a la que pertenece o la titularidad 
pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) 
relación de causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, 
esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal 
de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la 
reclamación se presente antes de que transcurra un año desde el momento en 
que se produjo el hecho causante.  

 
5ª.- En el caso examinado, los reclamantes solicitan el resarcimiento de 

los daños causados en sus viviendas a consecuencia de una deficiente 
ejecución de las obras de pavimentación de la vía pública, que rompió y 
aplastó las tuberías de la red de saneamiento de las viviendas.  

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para el 

abastecimiento domiciliario de agua potable y alcantarillado, según lo 
dispuesto en el artículo 25.2.c) de la LBRL. Estos servicios, a tenor del artículo 
26.1.a) de la misma Ley, son de obligatoria prestación en todos los municipios. 
Lógicamente, el ejercicio de tales competencias incluye el mantenimiento de 
los servicios empleados para satisfacerlas y el deber de vigilancia y 
mantenimiento de la red de tuberías. 

 
Cuando se plantea, como en este caso, una responsabilidad patrimonial 

frente a la Administración en la que interviene un contratista, la jurisprudencia 
considera que existen dos posibilidades a la hora de resolver estos 
procedimientos:  

 
 1.- O bien la Administración estima, total o parcialmente, la 

reclamación administrativa por reconocer la concurrencia de un supuesto de 
responsabilidad patrimonial a su cargo, sin perjuicio de la posible acción de 
repetición una vez satisfecha la indemnización.  
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 2.- O bien desestima la reclamación por considerar, como 
fundamento, que la responsabilidad corresponde al contratista, resolución que, 
sin reconocer derecho alguno a ser indemnizado, ni fijar cuantía alguna, deja 
abierta la acción del perjudicado -si está conforme- para reclamar contra el 
contratista por la vía oportuna.  

 
Lo que no podrá hacer la Administración es dictar ambos 

pronunciamientos a la vez.  
 
Es doctrina reiterada del Consejo Consultivo de Castilla y León la que 

considera que “debe ser la Administración quien deba responder ante el 
perjudicado, sin perjuicio de la posibilidad de que aquella pueda repetir frente 
al contratista encargado de prestar el servicio o realizar la obra de que se 
trate”. En el mismo sentido se ha pronunciado la Sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León nº 405/2020, de 14 de mayo. 

 
Expuesto lo anterior, los informes del ingeniero municipal y los 

aportados por los reclamantes constatan la existencia de daños y que su 
origen trae causa de la rotura, durante la ejecución de las obras municipales, 
de una tubería de la red de saneamiento, por lo está acreditado el hecho 
determinante de la responsabilidad patrimonial del Ayuntamiento, y la 
reclamación deba estimarse.  

 
No comparte este Consejo el criterio de la Administración consultante 

de que debe apreciarse concurrencia de causas, ajenas a las obras, en relación 
con los daños de la vivienda situada en el nº 8. 

 
Como se ha expuesto en los antecedentes, el informe del ingeniero 

municipal de 11 de febrero de 2022 se limita a señalar al respecto: “No puedo 
deducir que la causa directa de los desperfectos en la vivienda nº 8, sean las 
fugas de agua de las acometidas de saneamiento reparadas, ya que la 
cimentación de la citada edificación es precaria, y puede haberse visto 
afectada por otros factores externos (por ejemplo, existencia de agua de 
origen freática, riego de zonas verdes o asentamiento por desecado del 
terreno). Aunque sí es probable que hayan influido parcialmente”. Es decir, el 
informe se limita a apuntar, sin afirmarlo, la hipotética concurrencia de otras 
causas. 

 
Frente a ello, los reclamantes afirman que las grietas en la vivienda 



 

 9

aparecieron en el año 2021, de forma coincidente con los daños en la vivienda 
colindante (objeto también del presente procedimiento), y aportan el informe 
pericial de la aseguradora de su vivienda, que ratifica que el origen de los 
daños fue las obras de pavimentación de la vía pública. Así, señala que “Dada 
la imposibilidad que el desagüe de la vivienda nº 6 se aplastase con la obra 
terminada. Dada la similitud de los daños en los desagües de la [vivienda 
asegurada] y en los del nº 8 (sic). Se determina a la obra del año 2019 como 
la causa [de] los daños en el desagüe de la [vivienda asegurada]”. 
 

Se plantea, por tanto, una discrepancia en los informes obrantes en el 
expediente respecto a la causa de los daños, para cuya solución debe tenerse 
en cuenta la doctrina consolidada del Tribunal Supremo (Sentencias de 6 de 
mayo de 1993 y de 2 de abril de 1998, entre otras), según la cual:  

 
“a) Ha de atenderse, en primer lugar, a la fuerza convincente de 

los razonamientos que contienen los dictámenes, pues lo esencial no son sus 
conclusiones, sino la línea argumental que a ellas conduce, dado que la 
fundamentación es la que proporciona la fuerza convincente del informe y un 
informe no razonado es una mera opinión sin fuerza probatoria alguna. 

 
»b) Debe tenerse en cuenta la mayor o menor imparcialidad 

presumible en el perito y ha de darse preferencia a los informes emitidos por 
los Servicios Técnicos Municipales y, en su caso, por los peritos procesales, 
puesto que estos gozan de las garantías de imparcialidad superiores a cuantos 
otros dictámenes hayan sido formulados por técnicos designados por los 
interesados, (…).  

 
»c) Un tercer criterio que debe ser tenido en cuenta es la 

necesaria armonía de las conclusiones contenidas en los informes periciales 
con el resto de los elementos probatorios, cuáles pueden ser, entre otros, las 
diversas pruebas documentales practicadas en las actuaciones”. 

  
Este Consejo considera que, a pesar de la postura constante de la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo que, en la apreciación de la prueba 
pericial o informes técnicos, manifiesta que han de gozar de preferentes 
garantías en su estimación los emitidos por los técnicos de la Administración y 
los dictámenes periciales emitidos con las garantías de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, dadas las condiciones de objetividad e imparcialidad de 
que gozan tales informes o dictámenes (Sentencias de 22 de abril de 1991 y 
de 25 de julio de 2003), en el presente caso el informe técnico aportado por la 
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Administración no se considera suficiente para apreciar concurrencia de causas 
en los daños reclamados y, por ello, para minorar la responsabilidad de la 
Administración.  

 
La coincidencia temporal en la aparición de los daños en ambas 

viviendas permite considerar, prima facie, que la causa determinante de estos 
fue la ejecución de las obras. Pero además, el informe del ingeniero municipal 
no ofrece argumento alguno permitan concluir fundadamente que las demás 
circunstancias que cita (existencia de agua de origen freática, riego de zonas 
verdes o asentamiento por desecado del terreno) hayan podido causar los 
daños, sobre todo cuando se trata de una vivienda que, según se indica en el 
informe de la aseguradora, tiene casi 60 años (se construyó en 1963), y los 
daños han aparecido de forma coetánea a la ejecución defectuosa de unas 
obras municipales. 

 
Debe recordarse que corresponde al reclamante acreditar que los daños 

traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal del 
servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre 
la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC), y lo que, más específicamente para el 
régimen de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 
67.2 de la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos 
que, en su caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria; y tales 
circunstancias no se han acreditado por la Administración.  

 
De acuerdo con las consideraciones expuestas, al no haberse probado la 

concurrencia de causas alegada por la Administración, la reclamación debe 
estimarse íntegramente, sin perjuicio de lo que posteriormente se dirá en 
relación con los conceptos y cuantías reclamadas. 

 
6ª.- Respecto al importe de la indemnización, el principio general del 

régimen indemnizatorio del sistema de responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas es el de indemnidad, también llamado de reparación 
integral del daño, con lo cual la indemnización reconocida en concepto de 
responsabilidad patrimonial de la Administración debe cubrir todos los daños y 
perjuicios sufridos hasta conseguir dicha reparación integral. Ahora bien, el 
instituto de la responsabilidad patrimonial no debe suponer un enriquecimiento 
injusto, por lo que solo deben indemnizarse los daños realmente producidos, 
que necesitan ser debidamente acreditados. Esto es, deberán ser objeto de 
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prueba plena tanto la realidad de los daños, como su cuantificación 
económica.  

 
Por ello, las cantidades que, a juicio de este Consejo, procede reconocer 

son las siguientes: 
 

- Dña. yyy3 solo ha aportado un albarán de trabajos realizados, 
por importe de 180,50 euros, sin que haya alegado daño alguno adicional en 
el trámite de audiencia. Por ello, procede resarcirle dicho gasto. 

 
En todo caso, como se indicó en la consideración jurídica tercera de 

este dictamen, el resarcimiento está condicionado a la previa acreditación de 
su legitimación o, en su caso, de la representación con la que actúa  

 
- Dña. yyy1 y D. yyy2 han aportado facturas de obras ejecutadas 

por importe de 16.191,59 euros y solicitan, adicionalmente, 3.726,80 euros 
adicionales por trabajos pendientes de realizar: “reparación de techo” y “picar 
bajos de pilar y pared de las humedades” en el dormitorio principal (617,10 
euros, según presupuesto aportado); pintar toda la vivienda (2.202,20 euros, 
según presupuesto); y “reparación de armario empotrado” (907,50 euros, 
según alegan los reclamantes, si bien no aportan documento justificativo 
alguno). 

 
En cuanto a la reparación del dormitorio y los trabajos de pintar la 

vivienda, teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde la fecha de emisión 
de los presupuestos, se considera preciso que la concreción de estas cuantías 
se fije previa aportación de las facturas expedidas por tales trabajos (salvo que 
no se hubieran realizado aún), a fin de garantizar el resarcimiento de los 
daños realmente ocasionados.  

 
En todo caso, se advierte de que solo procederá el abono de las 

reparaciones indicadas cuando la aseguradora de los reclamantes no les haya 
indemnizado por tales daños ni le haya reembolsado tales gastos. Lo que 
deberá comprobarse antes de dictar la resolución y conceder la indemnización.  

 
Por otra parte, no procede el abono de cantidad alguna por la 

reparación del armario empotrado, ya que no solo no se ha aportado 
justificante alguno de la cuantía reclamada, sino que tal daño ni siquiera 
consta recogido en el informe pericial de la aseguradora (que únicamente 
alude a la puerta de acceso al dormitorio). Por ello, no cabe su resarcimiento y 
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la estimación debe ser, por tanto, parcial por este motivo. 
 
Por último, la cuantía indemnizatoria que resulte deberá actualizarse a 

la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo 
con el artículo 34.3 de LRJSP. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos del 

presente dictamen, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de las reclamaciones presentadas por Dña. yyy1, y por 
D. yyy2 y Dña. yyy3, debido a los daños ocasionados en sus viviendas por la 
ejecución de unas obras municipales. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 
 

 


